TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                     





SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Junio veinticinco (25) de dos mil nueve (2009)




Acta No. 282 de junio 25 del año 2009. 





Expediente 66001-40-03-006-2009-00127-01




Se resuelve la impugnación presentada por la accionada contra la sentencia proferida el trece (13) de mayo del presente año por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por FLOR MARIA MORALES SALAZAR, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

I. ANTECEDENTES:

Pretende la actora que se le tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad y al debido proceso que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada.

Manifiesta que se encuentra inscrita en la ACCION SOCIAL DE RISARALDA en su condición de desplazada, por lo que es beneficiaria de la ayuda humanitaria y que la accionada no ha prorrogado la misma de acuerdo con los planteamientos de la Corte Constitucional. 
La accionada, expresa, de manera irregular y sin norma que lo autorice, antepone la entrega de los auxilios  a una visita a cada uno de los desplazados, la cual no se efectúa con prontitud y mucho menos está establecida como condición previa para la entrega de la ayuda.  
Pide, entonces, que se le tutelen los derechos antes relevados. Como consecuencia, solicita que se le ordene a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-que disponga la entrega inmediata y sin condiciones de la ayuda humanitaria. 

A la tutela se le dio el trámite legal con pronunciamiento de la Agencia demandada que manifiesta que la accionante y su grupo familiar se encuentran inscritos en el REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA –RUPD- desde el 07 de junio del 2000 (sic), por lo que ha recibido los componentes de la atención humanitaria de emergencia, consistentes en “Apoyo Alojamiento, Asistencia Alimentaria y kit’s”; que el núcleo familiar de la tutelante se encuentra afiliada a Cafesalud Medicina Prepagada –Régimen Subsidiado- y que se le otorgaron los subsidios de vivienda para la obtención o arrendamiento de la misma. 
El juez a-quo tuteló los derechos fundamentales invocados por la interesada y le ordenó al ente accionado que realizara los trámites pertinentes para la entrega de la ayuda humanitaria. Igualmente le ordenó que, una vez realizado lo anterior, iniciara la evaluación de la situación de la peticionaria para determinar si existen las condiciones objetivas de urgencia extraordinaria que indiquen que no está en situación de asumir su auto sostenimiento y que se justifique la continuación de la ayuda humanitaria, independientemente de que el plazo de tres (3) meses y su prórroga por el mismo término, haya sido superado (en la forma como lo consagra la jurisprudencia de la Corte Constitucional).  

Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la accionada, aduciendo que para entrega de la prórroga de la atención humanitaria de emergencia, es necesario que se determine la condición socioeconómica del núcleo familiar de la señora FLOR MARIA MORALES SALAZAR mediante una entrevista domiciliaria y que no puede el juez de tutela vulnerar los derechos de las demás personas que no acudieron a esta clase de acciones y que están en espera de la entrega de dicha ayuda.
Se pasa a resolver el recurso previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Una lectura detenida del escrito de tutela permite concluir que los derechos que la actor estima se le están vulnerando, son el mínimo vital y la igualdad, consagrados en la Constitución Nacional en los artículos 53 y 13, en su orden.


La legitimación en la causa de las partes no merece reparo alguno, pues la señora FLOR MARIA MORALES SALAZAR actúa en nombre propio (artículo 10 del Decreto 2591 de 1991). Igualmente, la naturaleza de la entidad demandada
, según el Decreto 2467 del año 2005
, es descentralizada por servicios del orden nacional cuya competencia radica en los juzgados civiles del circuito
.

De entrada es preciso señalar que la ocurrencia del fenómeno social conocido como “Desplazamiento Forzado” sí implica la vulneración de los derechos fundamentales de aquellas personas que lo padecen.  Así lo ha precisado inequívocamente la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones (sentencias T-227 de 1997, SU-1150 y 1365 del año 2000 y T-327 de Marzo 26 del año 2001.)

Ese desplazamiento forzado del individuo afecta muchos de los derechos que la Constitución Nacional protege y la gravedad de esa situación motivó a que el Estado adoptara directrices que permitieran prestar en forma eficaz y oportuna la atención a la población desplazada. En efecto, ellas se encuentran establecidas en la ley 387 de 1997, por medio de la cual se adoptaron normas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia. 
Esta normatividad obliga al Gobierno Nacional, a promover acciones y tomar medidas a mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para este tipo de población. Las mismas  deben permitir su acceso directo a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados con proyectos productivos, sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino, Fomento a la microempresa,  capacitación y organización social, atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad y a los planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social.
Además, deben estar encaminadas por parte de las diferentes instituciones del Estado, a la atención integral de la Población desarraigada de sus lugares de residencia u origen. 
En desarrollo de dicha ley, se han expedido los Decretos Reglamentarios 2569 de 2000, 951 y 2562 de 2001. 




Ahora, del acervo probatorio arrimado al expediente, podría decirse, en principio, que la entidad accionada no le ha conculcado derecho fundamental alguno a la accionante, pues ha sido atendida en debida forma de acuerdo con lo que a ella compete, ya que le otorgó varios subsidios de vivienda; la tiene afiliada no solo ella sino a su grupo familiar  al sistema general de seguridad social en salud y, además, inscrita en el programa “familias en acción” que le permiten acceder a los subsidios de nutrición o educación de sus hijos menores (ver folios 14 al 23); pero, a pesar de lo anterior, hizo bien el fallador de instancia al tutelar los derechos de la interesada porque no se sabe, a la fecha, si todavía requiere la ayuda humanitaria para su autosostenimiento. Con este
fin fue que, al proteger sus derechos, le ordenó a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- que iniciara la evaluación de su situación para determinar si se cumplen las condiciones que la jurisprudencia exige
 para que, una vez vencido como está el término inicial de los tres (03) meses y el de su prórroga por igual límite, se le sigan brindando o no los beneficios a que tiene derecho como desplazada. Esa evaluación no es otra cosa diferente a la entrevista domiciliaria que pregona ACCION SOCIAL se debe practicar para que se le otorgue nuevamente la ayuda (folio 34).  
Lo anterior impone la confirmación del fallo impugnado; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.

Sin más consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el trece (13) de mayo del presente año por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por FLOR MARIA MORALES SALAZAR, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o. del Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
 Fernán Camilo Valencia López 



     
   (Con salvamento de voto)
� Artículo 2º del Dto. 2467 de 2005: “Naturaleza jurídica. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, es un establecimiento público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.”


� “Por el cual se fusiona la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI, a la Red de Solidaridad Social, RSS, y se dictan otras disposiciones.”


� Inciso segundo del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 del año 2000.


� Sentencia C-278/07, en concordancia con la T-025 de 2004.





